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    SALA LABORAL

          PEREIRA – RISARALDA


Demandante: Sara López de Ocampo.PRIVATE 



Demandado: Instituto de Seguros Sociales.

--------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Ris., enero veintinueve [29] de dos mil nueve [2.009].

Acta Nº 0004 de enero 29 de 2.009. 

Cuando son las cuatro y quince minutos de la tarde [04:15 p.m.] de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal con asistencia de su Secretaria, se constituyen en Audiencia Pública para proferir sentencia al conocer, por vía de apelación, la de 22 de octubre de 2.008, proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario instaurado por Sara López de Ocampo contra el Instituto de Seguros Sociales.
Previamente se discutió y se aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde a la siguiente,



SENTENCIA:
Por medio de apoderado reclama la actora que se declare que es beneficiaria del régimen de transición contemplado en la Ley 100 de 1993, por lo que le es aplicable el Decreto 758 de 1990 y con base en esa normatividad el monto de su pensión debe ser del 90%; solicita se reajuste su pensión de conformidad con lo reglado por el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, con el promedio de ingresos que le es mas favorable y que corresponde al comprendido entre el 01 de abril de 1994 y el 15 de junio de 2003, equivalente a $583.634, por lo que tiene derecho a que se le reconozca y pague una primera mesada pensional  igual a $525.271 causada desde el 01 de junio de 2003, y que el reajuste sea reconocido retroactivamente desde el 01 de junio de 2003, fecha en la cual se causó el derecho pensional, al cumplir con los requisitos establecidos por el Decreto 758 de 1990; que se paguen los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1.993, indexación y las costas procesales.

Apoya sus pretensiones en los siguientes,



1. HECHOS DE LA DEMANDA
La actora es pensionada por vejez del Instituto de Seguros Sociales, prestación que le fue concedida por medio de la Resolución N° 001484 de 2.003 [fl. 8], a partir del 1° de junio de 2.003; según el mencionado acto administrativo la prestación le fue concedida siguiendo los lineamientos del Decreto 758 de 1990 con un ingreso base de liquidación de $ 574.238.00 y una tasa de reemplazo del 85%; la demandante nació el 24 de febrero de 1948, cumpliendo los requisitos de edad y semanas de cotización en la misma fecha de 2003. El artículo 36 de la Ley 100 de 1993, da al beneficiario del régimen de transición la posibilidad de que su pensión sea liquidada teniendo en cuenta el promedio de cotizaciones correspondiente al tiempo que le hiciere falta para pensionarse o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizados ambos, anualmente con base en la variación del IPC, con base en ello, el demandante solicitó al Seguro Social que reajustara su pensión. El día 12 de julio de 2007, se solicito ante el ISS la reliquidación de la pensión otorgada a la demandante pero la respuesta fue negativa, toda vez que se manifestó que el acto administrativo se encontraba en firme y no podía ser modificado. Al efectuar la liquidación de la pensión de vejez de la señora López de Ocampo con el promedio de los ingresos de los últimos 10 años, el IBL de dicho promedio es de 583.634, y  por lo tanto se debe aplicar una tasa de reemplazo del 90%, por lo que la primera mesada pensional debió ser de $ 525.271.00. La demandante es beneficiaria del régimen de transición, por lo que ha de aplicársele el Decreto 758 de 1990.



2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, por auto del 16 de abril de 2.008 [fl. 21] admitió la demanda, disponiendo correrle traslado a la entidad accionada que contestó a través de apoderado [fls. 26 y s.s.], manifestando respecto de todos y cada uno de los hechos que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones con las siguientes excepciones “Inexistencia del derecho a la reliquidación”, “Prescripción” “Genéricas” “Inexistencia de mora en el pago de la pensión”. Mediante proveído del 15 de mayo de 2008 [fl. 31], el juzgado inadmitió la contestación de la demandada, por lo que la parte demandada, dentro del término otorgado la subsanó [fls. 32 y s.s.] admitiendo como ciertos la calidad de pensionada de la actora; el cumplimiento de los requisitos para obtener la pensión; que fue pensionada bajo el régimen de la Ley 100 de 1993; que elevó una reclamación administrativa en el año 2007, la que le fue resuelta desfavorablemente, aunque discrepó de los argumentos expuestos como negativa; respecto de los demás hechos adujo que no eran hechos o no eran ciertos.

La representante legal de la parte demandada manifestó que le era imposible llegar a un acuerdo conciliatorio, por lo que se declaró fracasada esta etapa procesal [fl. 36]; se corrió traslado de las excepciones propuestas; no hubo lugar a medidas de saneamiento; se fijó el litigio. Constituido el despacho en primera de trámite, se procedió con el decreto de pruebas, las que se evacuaron posteriormente.



3. JUZGAMIENTO

El 23 de octubre del presente año el Juzgado de conocimiento profirió sentencia [fls. 56 y s.s.], declarando probada la excepción de mérito denominada prescripción propuesta por el Instituto de Seguros Sociales y condenando en costas procesales al demandante y a favor de la demandada.



4. RECURSO DE APELACIÓN

Contra la decisión de fondo adoptada el apoderado del actor interpuso y sustentó recurso de apelación [fls. 47 y s.s.], arguyendo que la providencia de primera instancia esta afectada de falta a la técnica jurídica, en tanto que se declara la prescripción de la acción, con lo cual se entiende que se pretende declarar la caducidad de la acción, por no haberse ejercido antes de que transcurrieran 3 años desde la notificación de la resolución que  agota la vía gubernativa de la pensión de vejez ante el Seguro Social; debe aclararse que el derecho a la pensión es imprescriptible y por lo tanto, la acción judicial tendiente a que se modifique conforme a la ley la prestación económica de pensión de vejez no tiene caducidad.

Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 40 de la Ley 712 de 2001, dándose traslado común de rigor a las partes, dentro del cual guardaron silencio. La actuación carece de irregularidad sustancial alguna que la haga retrotraer y por ello se procede a revisar la sentencia. Para el efecto,



5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

No se discute en este proceso el derecho pensional por vejez que fue reconocido por medio de la Resolución 001484 de 26 de mayo de 2003, a partir del 1º de junio de 2003 [fl. 8]. 

Lo que se discute a través de la demanda es la aplicación del régimen de transición y consecuente con ello la reliquidación de la pensión conforme las preceptivas del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, a partir de la misma fecha: 1º de junio de 2003. Pretensiones que no fueron acogidas en primera instancia, toda vez que, se declaró la prescripción del derecho aduciendo que habían transcurrido más de tres años entre la concesión de la pensión y la presentación de la demanda.

Al observar el contenido de la Resolución 001484 de 26 de mayo de 2003 [fl. 8], se evidencia que en las consideraciones del acto administrativo que reconoció el derecho pensional se afirmó que la asegurada Sara López de Ocampo era beneficiaria del régimen de transición previsto por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y por tanto le son aplicables los requisitos del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, sólo que al momento de liquidar la prestación se estableció que le son más favorables los contenidos normativos de la Ley 100 de 1993.

El punto trascendental del litigio lo constituye el fenómeno prescriptivo en tanto debe analizarse si una persona a la que le es reconocido el derecho a pensión por vejez en un régimen determinado, tiene hasta tres años para solicitar que se le aplique otro.

Previo al estudio de la situación hay que decir que por contar la actora al 1º de abril de 1994, cuando entró a regir el régimen de pensiones de la Ley 100 de 1993 [art. 151 L.100/93], con más de treinta y cinco años de edad, en tanto nació el 16 de febrero de 1948 [fl. 8], es beneficiaria del régimen de transición por lo cual, tal como lo encontró la demandada al momento de conceder el derecho, le son aplicables los requisitos del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año. 

Ahora, hallado el derecho veamos lo concerniente a la prescripción.

Establece el Código Sustantivo del Trabajo en sus artículos 488 y 489 sobre prescripción de acciones:

“ART. 488.—Regla general. Las acciones correspondientes a los derechos regulados en este código prescriben en tres (3) años, que se cuentan desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible, salvo en los casos de prescripciones especiales establecidas en el Código Procesal del Trabajo”.

“ART. 489.—Interrupción de la prescripción. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono acerca de un derecho debidamente determinado interrumpe la prescripción por una sola vez, la cual principia a contarse de nuevo a partir del reclamo y por un lapso igual al señalado para la prescripción correspondiente”.
A su vez el 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, sobre la materia establece:

“ART. 151.—Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual”.

Ambas reglas gobiernan los parámetros dentro de los cuales puede presentarse tal fenómeno, como sanción a quien pudiendo reclamar un derecho no lo hace en el tiempo que le otorga la Ley para ello. De suerte que si una persona pretende que se le declare un derecho debe hacerlo dentro del término improrrogable de los tres años siguientes so pena de perder el derecho de acción, a no ser que lo interrumpa con el reclamo dentro de dicho lapso, caso en el cual empieza de nuevo a contarse, por una sola vez, desde la fecha del reclamo.  

Sin embargo lo anterior, encuentra esta Colegiatura que no le asiste razón a la funcionaria de primera instancia al declarar probada la excepción de “Prescripción”, propuesta en su momento por la parte demandada [fl. 28], en tanto no es procedente dicha declaración respecto del derecho a que se tenga en cuenta otra normatividad a efectos del reconocimiento y liquidación de la pensión por vejez. No sólo porque el derecho a la pensión es imprescriptible como de antaño lo ha estimado la jurisprudencia nacional, sino que, además, lo es el hecho de solicitar que sea una determinada normatividad la aplicable y no otra que a su amaño utilizó el fondo de pensiones, porque tal circunstancia toca directamente el derecho pensional y la base de liquidación. Así lo ha venido sosteniendo la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, en pronunciamiento de 13 de junio de 2007[
]:

“Finalmente, es oportuno reiterar, que una cosa es la prescripción de los elementos constitutivos de la base para liquidar una pensión y otra muy distinta el aplicar al reconocimiento de dicha pensión una legislación no pertinente.

Al respecto, se dijo  por esta Corporación:

‘En la sentencia de esta Corporación de fecha 15 de julio de 2003, radicación 19557 que cita en su providencia el Tribunal se precisó la aplicación de la regla prescriptiva  de  los factores que inciden en la determinación del monto inicial del derecho pensional, así:

1-. Cuando el presunto factor salarial base de liquidación a pesar de que fue pagado por el empleador, no es incluido en la liquidación de la pensión, la acción prescribirá transcurrido los tres años, contados a partir de la fecha del reconocimiento de la pensión.
2-. Cuando no fueron reconocidos ni pagados los factores discutidos por el pensionado como no incluidos en la base de liquidación, la prescripción se contará a partir de la exigibilidad de estos, y si prescribió el derecho a ese pago como factor salarial autónomo, igual suerte corre el reajuste pensional.
El caso en estudio no encaja en ninguna de las dos  situaciones descritas, ni tampoco asemejarse a alguna de ellas, por cuanto lo que aquí se reclama es el reconocimiento del derecho bajo las normas que consagran su existencia.
Ciertamente a los actores le fue reconocida las pensiones de sobrevivientes  por riesgos profesionales, pero bajo la regulación prevista en el Decreto 3170 de 1964, cuando se ha establecido que la que le corresponde es la estipulada en el Acuerdo 224 de 1996, por remisión que a él hace el Acuerdo 010 de 1982; obviamente, que el diferente tratamiento repercute en el monto final del derecho pensional, pero es la consecuencia de  una pretensión principal, la del reconocimiento del derecho pensional bajo la especie legal que le corresponde, el cual, como lo ha reiterado la doctrina es imprescriptible.
En consecuencia, tratándose de una reclamación que entraña el núcleo fundamental de un derecho pensional procede en cualquier tiempo, con la aplicación de la prescripción solamente a las respectivas mesadas que quedaran cobijadas por dicho fenómeno extintivo...(Rad. 25426 – 22 de agosto de 2005)…’…”. [Subraya la Sala].
Conforme a lo analizado se acogerán los planteamientos plasmados por el censor en el escrito visible a folios 47 y s.s., siendo viable por lo tanto proceder ahora a examinar si le asiste a la demandante el derecho al reajuste de la pensión de vejez conforme a las prescripciones del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

Se indica en la demanda [fl. 2] que el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, da al beneficiario del régimen de transición la posibilidad de que su pensión sea liquidada teniendo en cuenta el promedio de cotizaciones correspondiente al tiempo que le hiciere falta para pensionarse o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizados ambos, anualmente con base en la variación del IPC, según certificación del DANE.

De acuerdo con lo anterior, se debe determinar cuál es la forma correcta de calcular el ingreso base de liquidación de la pensión; para ello el artículo 36 de la Ley 100 de 1.993 establece:

“Artículo 36. Régimen de Transición. La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres. 

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente ley. 

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. …” [Subrayado nuestro]

Del tercer inciso de la norma transcrita se colige, que para establecer el ingreso base para liquidar la pensión de vejez de quien sea beneficiario del régimen de transición, dicho cálculo se ha de realizar con el salario promedio de lo devengado en el tiempo que le hiciere falta para adquirir el derecho, si le faltare menos de 10 años para ello; si dicho tiempo fuese superior a 10 años, se hará con el salario promedio de toda la vida laboral, eso si, teniendo en cuenta que el término de 10 años se cuenta a partir del 1° de abril de 1.994.

Ahora bien, la señora Sara López de Ocampo nació el 24 de febrero de 1948 [fls. 8], por lo tanto el 1° de abril de 1.994, fecha en que empezó a regir la Ley 100 de 1.993, acreditaba algo más de 46 años, restándole para cumplir la edad mínima y acreditar el derecho menos de 10 años, por lo que su pensión debe liquidarse teniendo en cuenta el promedio de cotizaciones correspondiente al cotizado en el tiempo que le hiciere falta para adquirir el derecho.

De otro lado, en el plenario reposa copia de la resolución 001484 de 2003,  que pese ha haber sido aportada en copia simple por la parte demandante no fue tachada por la demandada, por lo que goza de plena validez [fl. 8], en la que se constata que acreditó un total de 1.484 semanas cotizadas, por lo que debemos remitirnos al artículo 20 del acuerdo 049 de 1990, para verificar exactamente cual fue el monto de la pensión que debió aplicarse. 
ARTÍCULO 20. INTEGRACION DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMUN Y DE VEJEZ. Las pensiones de invalidez por riesgo común y por vejez, se integrarán así:

(…) 

II. PENSION DE VEJEZ.

a) Con una cuantía básica igual al cuarenta y cinco por ciento (45%) del salario mensual de base y,

b) Con aumentos equivalentes al tres por ciento (3%) del mismo salario mensual de base por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas (500) semanas de cotización. El valor total de la pensión no podrá superar el 90% del salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario.

PARÁGRAFO 1o. El salario mensual de base se obtiene multiplicando por el factor 4.33, la centésima parte de la suma de los salarios semanales sobre los cuales cotizó el trabajador en las últimas cien (100) semanas.

El factor 4.33 resulta de dividir el número de semanas de un año por el número de meses.

PARÁGRAFO 2o. La integración de la pensión de vejez o de invalidez de que trata este artículo, se sujetará a la siguiente tabla:

	
NUMERO SEMANAS
	
% INV. 
P.TOTAL
	
% INV.P. ABSOLUTA
	
% GRAN INV.
	
VEJEZ

	
500
	
45
	
51
	
57
	
45

	
550
	
48
	
54
	
60
	
48

	
600
	
51
	
57
	
63
	
51

	
650
	
54
	
60
	
66
	
54

	
700
	
57
	
63
	
69
	
57

	
750
	
60
	
66
	
72
	
60

	
800
	
63
	
69
	
75
	
63

	
850
	
66
	
72
	
78
	
66

	
900
	
69
	
75
	
81
	
63

	
950
	
72
	
78
	
84
	
72

	
1.000
	
75
	
81
	
87
	
75

	
1.050
	
78
	
84
	
90
	
78

	
1.100
	
81
	
87
	
90
	
81

	
1.150
	
84
	
90
	
90
	
84

	
1.200
	
87
	
90
	
90
	
87

	
1.250 o más
	
90
	
90
	
90
	
90

	

	

	

	

	



De lo precedentemente transcrito ha de concluirse que la pensión debió de otorgarse con una tasa de reemplazo equivalente al 90% de su ingreso base de liquidación, por sobrepasar la demandante ampliamente las 1250 semanas de cotización; resta por determinar entonces, el IBL teniendo en cuenta las cotizaciones efectuadas durante el tiempo que le hacía falta para adquirir el derecho, actualizado anualmente con base en la variación del IPC como atrás se anotó. 

	Año
	Salario
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	Salario actualizado
	Por días cotizados
	Dividido total días
	TOTAL

	1994
	$150.270
	22,59
	19,46
	21,63
	17,68
	16,7
	9,23
	8,75
	7,65
	6,99
	6,49
	$535.551.53
	120
	3105
	$20.697.64

	1994
	$183.000
	22,59
	19,46
	21,63
	17.68
	16,7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$652.198.89
	122
	3105
	$ 25.625.84

	1994
	$239.517
	22,59
	19,46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$853.621.46
	31
	3105
	$ 8.522.46

	1995
	$202.673
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$589.209
	30
	3105
	$5.692.84

	1995
	$205.052
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$596.125.83
	30
	3105
	$5.759.66

	1995
	$222.925
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$648.082.12
	30
	3105
	$6.261.66

	1995
	$205.052
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$596.125.83
	30
	3105
	$5.579.66

	1995
	$216.490
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$629.378.32
	30
	3105
	$6.080.94

	1995
	$233.874
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$679.916.98
	11
	3105
	$2.408.72

	1995
	$249.811
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$726.248.92
	30
	3105
	$7.016.89

	1995
	$270.689
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$786.945.3
	30
	3105
	$7.603.33

	1995
	$269.592
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$783.756.13
	30
	3105
	$7.572.52

	1995
	$264.826
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$769.900.43
	30
	3105
	$7.438.65

	1995
	$269.326
	
	19.46
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$782.982.78
	30
	3105
	$7.565.05

	1996
	$278.316
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$677.313.33
	30
	3105
	$6.544.08

	1996
	$275.619
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$670.749.85
	120
	3105
	$ 25.922.69

	1996
	$270.652
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$658.662.1
	30
	3105
	$6.363.88

	1996
	$257.508
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$626.674.7
	15
	3105
	$3.027.41

	1996
	$291.978
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$710.561.35
	30
	3105
	$6.865.32

	1996
	$276.800
	
	
	21.63
	17.68
	16.7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$673.623.96
	150
	3105
	$32.542.22

	1997
	$276.800
	
	
	
	17.68
	16,7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$553.830.44
	180
	3105
	$32.106.11

	1997
	$332.200
	
	
	
	17.68
	16,7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$664.676.57
	135
	3105
	$28.898.98

	1998
	$332.200
	
	
	
	
	16,7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$564.816.94
	165
	3105
	$30.014.4

	1998
	$395.300
	
	
	
	
	16,7
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$672.101.56
	150
	3105
	$32.468.67

	1999
	$395.300
	
	
	
	
	
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$575.922.5
	173
	3105
	$32.088.43

	1999
	$434.800
	
	
	
	
	
	9.23
	8,75
	7.65
	6,99
	6.49
	$633.471.04
	157
	3105
	$32.030.58

	2000
	$434.800
	
	
	
	
	
	
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$579.942.37
	60
	3105
	$11.206.61

	2000
	$435.000
	
	
	
	
	
	
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$580.209.13
	105
	3105
	$19.620.59

	2000
	$481.000
	
	
	
	
	
	
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$641.564.58
	20
	3105
	$4.132.46

	2000
	$480.000
	
	
	
	
	
	
	8,75
	7.65
	6,99
	6,49
	$640.230.77
	150
	3105
	$30.929.02

	2001
	$480.000
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	6,99
	6,49
	$588.717.95
	150
	3105
	$28.440.48

	2001
	$525.000
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	6,99
	6.49
	$643.910.26
	15
	3105
	$3.110.67

	2001
	$338.000
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	6,99
	6,49
	$414.555.55
	19
	3105
	$2.536.73

	2001
	$523.000
	
	
	
	
	
	
	
	7.65
	6,99
	6,49
	$641.457.27
	143
	3105
	$29.542.15

	2002
	$523.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	6,99
	6,49
	$595.872.99
	60
	3105
	$11.514.45

	2002
	$592.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	6,99
	6,49
	$674.487.21
	9
	3105
	$1.955.03

	2002
	$523.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	6,99
	6,49
	$595.872.99
	268
	3105
	$51.431.22

	2003
	$523.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	6.49
	$556.942.7
	150
	3105
	$26.905.44

	2003
	$549.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	6,49
	$584.630.1
	15
	3105
	$2.824.3

	2003
	$565.000
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	6,49
	$601.668.5
	22
	3105
	$4.263.02

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	$621.129.08


Para obtener el salario promedio final, se toma el ingreso base de cotización desde el 01 de abril de 1994 y hasta el 15 de junio de 2003, fecha del cumplimiento de la edad, año por año y se actualiza de acuerdo a la variación del IPC para cada año subsiguiente; dicho resultado anual se multiplica por el número de días efectivamente cotizados y se divide por 3.105, que es el número de días contenidos en los mencionados años; estos resultados anuales se suman y ese vendría a ser el ingreso base de liquidación de la pensión, el cual, en el presente caso, corresponde a la suma de $621.129.08, valor al que se le aplica la tasa del 90% para determinar la cuantía de la prestación, así:
$621.129.08 x 90% = $559.016.17
Como puede observarse el valor de la prestación según los cálculos realizados, [$559.016.17] es visiblemente superior al monto solicitado en la demandada [$525.271], por lo tanto esta Colegiatura basándose en el principio de congruencia, esto es, que exista coherencia entre lo expuesto en los hechos de la demanda, lo que se quiere que se reconozca y lo probado en virtud de la prohibición establecida en el artículo 50 del Código de Procedimiento Laboral,  dispondrá que la prestación sea reconocida en un monto igual a los $ 525.271.
De otro lado, para determinar si es procedente el pago del reajuste pensional retroactivamente desde el 01 de junio de 2003, fecha de causación del derecho, debe tenerse en cuenta lo consagrado en el artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año: 

“Art. 13. Causación y disfrute de la pensión de vejez. La pensión de vejez se reconocerá a solicitud de parte interesada reunidos los requisitos mínimos establecidos en el artículo anterior, pero será necesaria su desafiliación al régimen para que se pueda entrar a disfrutar de la misma. Para su liquidación se tendrá en cuenta hasta la última semana efectivamente cotizada”. [Subraya la Sala]. 
En efecto, es razón legal pero también de elemental lógica, que una persona a quien se le reconoce el derecho de pensión por vejez al haber satisfecho los requisitos legales de edad y tiempo de cotización, deba necesariamente estar obligada a renunciar o desafiliarse del régimen pensional y comunicar la novedad del retiro a la entidad, por la potísima razón de que mientras continúe cotizando, el valor de sus aportes continuarán a su vez integrando el valor o monto sobre el cual se liquida su pensión; de manera que mal podría pensarse como válido el hecho de que mientras disfruta efectivamente de la pensión o recibiendo el pago de su mesada, continuara aportando e incrementando el monto que ya se le está pagando. Si así se aceptara, semejante situación constituiría en realidad un doble pago. Así lo reitera el artículo 35 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año:

“Art. 35 ibídem. “Forma de pago de las pensiones por invalidez y vejez. Las pensiones del Seguro Social se pagarán por mensualidades vencidas, previo el retiro del asegurado del servicio o del régimen según el caso, para que pueda entrar a disfrutar de la pensión. El Instituto podrá exigir, cuando lo estime conveniente, la comprobación de la supervivencia del pensionado, como condición para el pago de la pensión, cuando tal pago se efectúe por interpuesta persona”. [Subrayamos].

En el expediente figura la historia laboral de la demandante [fls. 52 y s.s.], en la cual figura como último ciclo pagado el correspondiente a julio de 2.003, por lo que se tendrá como fecha de retiro definitivo del sistema el 01 de agosto de 2003, que es el día inmediatamente siguiente a la culminación de dicho ciclo; como fecha a partir de la cual será reconocida la pensión a la señora Sara López de Ocampo.

Respecto de los intereses moratorios deprecados, ha de manifestarse que a ellos no se accederá, toda vez que se accedió a la indexación de las mesadas, por lo que erradamente obraría esta Colegiatura al imponer una doble sanción.
En atención a que oportunamente el Instituto de Seguros Sociales lo había alegado, se declarará la prescripción de las mesadas que se hubieren causado con anterioridad al 15 de abril de 2005, tomando como fecha para este cómputo, la de la presentación de la demanda, esto es, el 15 de abril de 2008 [fl. 7].

A tono con lo discurrido, se revocara íntegramente la sentencia, incluyendo las costas de primera instancia, conforme a lo dispuesto en el artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. Costas en esta Sede a cargo de la parte demandada.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia que por apelación ha conocido y en su lugar dispone: CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar a la señora Sara López de Ocampo una mesada pensional equivalente a $ 525.271.oo causada a partir del 01 de agosto de 2003. SE DECLARA la prescripción de las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 15 de abril de 2005, conforme con lo manifestado en la parte considerativa de este proveído. CONDÉNESE igualmente al Instituto al pago de las costas procesales de primera instancia en un cien por ciento [100%]. Costas en esta Sede a cargo de la demandada.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,


ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES






LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO






Secretaria.  

[�]. Acta 48, Rad. 30.353. M.P. Eduardo López Villegas. 
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